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80012- Bogotá D. C. 

Señora AMANDA GUTIERREZ

Calle 17 sur Nº 39-75 interior 17 apto 214 

Ciudad 

REF. Entidades públicas. Contrato de arrendamiento.

Respetada señora Amanda: Este Despacho recibió su consulta relacionada con la no renovación del contrato de arrendamiento por parte de una entidad pública, de tal forma que no se incurra en detrimento patrimonial. 

Al respecto manifestamos que el contrato de arrendamiento, a voces del artículo 1973 del Código Civil, se contrae a que una parte (arrendador) se obliga a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra parte (arrendatario) deberá pagar por este goce, obra o servicio un precio denominado canon. 

La legislación colombiana estableció una regulación diferente dependiendo del uso que se dé al bien inmueble arrendado. Es así que, el arrendamiento de vivienda urbana se rige por la Ley 820 de 2003, en tanto el arrendamiento de locales, oficinas, bodegas y en general aquellos inmuebles destinados a un uso comercial se rigen por la legislación mercantil, más exactamente por el Código de Comercio. 

En este último evento, las partes gozan de una mayor libertad en cuanto a las obligaciones pactadas, por ejemplo, mientras los incrementos anuales del canon en tratándose de vivienda urbana se sujetan al incremento máximo del IPC, decretado anualmente por el Gobierno Nacional, el aumento del canon del inmueble destinado a uso comercial dependerá de la liberalidad de las partes. 

Con relación a las entidades públicas, por ser ellas personas jurídicas podrán ser titulares de derechos y a su vez constituirse en sujeto pasivo de obligaciones contractuales, por lo tanto podrán válidamente suscribir contratos de arrendamiento, en los términos del artículo 13 de la Ley 80 de 1993 según el cual los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2º de la misma ley se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en el mismo estatuto contractual público. 

Así las cosas, la entidad pública de que trata aplicará la normatividad mercantil pertinente en el momento de confeccionar, pactar y suscribir el contrato de arrendamiento sobre el inmueble donde funcionará su sede. Ahora bien, dentro del clausulado del contrato las partes deberán acordar, entre otros aspectos, el término de duración de aquel, que regularmente es de un año; empero podrán pactarse términos inferiores o superiores. 

En este punto, debe recalcarse que conforme al parágrafo del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, no serán aplicables las cláusulas o estipulaciones excepcionales al contrato de arrendamiento, lo que impide que la entidad pública pueda terminarlo unilateralmente. 

De otra parte, la prerrogativa del artículo 520 del Código de Comercio, según la cual el propietario desahuciará al arrendatario con no menos de seis meses de anticipación a la fecha de terminación del contrato, se estableció precisamente en caso que sea el arrendador quien decida no prorrogarlo, de tal forma que el arrendatario cuente con el tiempo suficiente para reubicar su establecimiento de comercio; situación bien distinta a la que plantea en su consulta, pues en este último evento es la entidad pública (arrendatario) quien decide por razones de conveniencia no continuar con el contrato de arrendamiento, en vista que requiere mejorar las condiciones de seguridad industrial, ergonomía, locación, etc. 

Bajo esta perspectiva, consideramos que la entidad pública deberá informar a su arrendador sobre su decisión de no prorrogar el contrato de arrendamiento con la antelación necesaria, que en principio será aquella pactada en el contrato mismo. De haberse omitido este aspecto deberá recurrirse supletoriamente a la norma civil o comercial que regule lo pertinente *. 

No sobra señalar que la entidad deberá realizar las gestiones necesarias desde el punto de vista contractual y presupuestal de tal forma que la prestación del servicio no se vea afectada por el traslado de su sede, o que la terminación del contrato por falta de previsión o planificación genere o de lugar a un detrimento patrimonial. 

Finalmente, es pertinente advertir que los conceptos expresados por este Despacho carecen de fuerza vinculante y se emiten de manera general y abstracta, sin que sea dable decidir sobre situaciones particulares; lo precedente de conformidad con el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011). 

Le invitamos a consultar nuestros Conceptos Jurídicos a través de www.contraloriagen.gov.co, aplicativos institucionales, normatividad y conceptos jurídicos. 

Cordial saludo, 

ALBA DE LA CRUZ BERRIO BAQUERO 

Directora Oficina Jurídica
